
 

 

COMUNICADO A LA OPINIÓN PÚBLICA 
15 de diciembre de 2025. 

 
 

Claridad, participación y transparencia: condiciones indispensables ante los acuerdos Gobierno 
– EGC. 

 
 
Las organizaciones que elaboramos el informe “EGC en Chocó: violencia, poder y miedo”1, y que 
participamos en la audiencia temática convocada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) el 20 de noviembre de 2025, junto con otras organizaciones sociales y étnico-
territoriales del Chocó, expresamos nuevamente nuestra profunda preocupación ante los recientes 
compromisos suscritos entre el Gobierno Nacional y el Ejército Gaitanista de Colombia (EGC) en 
Doha (Qatar) el pasado 5 de diciembre. 
 
Los nuevos acuerdos anunciados generan expectativa y una dosis de esperanza sobre la posibilidad 
de avanzar hacia una salida negociada con el EGC. Sin embargo, estos anuncios no despejan las 
dudas sobre la falta de transparencia, participación efectiva y control ciudadano, lo que genera 
serias preocupaciones entre las organizaciones étnico-territoriales y la sociedad civil. 
 
Manifestamos que tanto el Gobierno Nacional como el EGC han construido narrativas 
complementarias pero confusas: una centrada en la legitimidad institucional y otra en la presunta 
voluntad de paz. Ambas apelan a la idea de una concertación territorial bajo el enfoque de “lo que 
se negocia se implementa”, pero hasta el momento los avances presentados son superficiales, 
carecen de sustento jurídico y no incluyen compromisos verificables ni mecanismos claros de 
participación, seguimiento y rendición de cuentas. 
 
Esta falta de claridad y concreción no solo impide evaluar el impacto real de los acuerdos en los 
territorios, sino que también dificulta la protección de los derechos colectivos, limita la capacidad 
de las comunidades para incidir en las decisiones que afectan sus vidas y abre la puerta a acciones 
con daño y a la reproducción de las dinámicas de control armado, económico y social por parte del 
EGC. 
 
Entre las principales preocupaciones se encuentran: 
 
La falta de consulta y participación efectiva.  
 
Las Zonas de Ubicación Temporal (ZUT) se plantean sin un proceso de consulta previa, libre e 
informada a organizaciones étnico-territoriales ni a las comunidades afectadas, generando alarma 
y desconfianza. Las comunidades podrían verse relegadas a un rol pasivo, sin influencia real en la 
planificación de esta acción. La participación comunitaria debe ser plena, segura y corresponsable, 

 
1https://cinep.org.co/publicaciones/producto/egc-en-el-choco-violencia-poder-y-miedo/ con el apoyo de Embajada de Suecia, Diakonia, Secours Catholique 
– Caritas France y Terre Solidaire. 

https://cinep.org.co/publicaciones/producto/egc-en-el-choco-violencia-poder-y-miedo/


 

 

incluyendo víctimas, resguardos indígenas y consejos comunitarios. Persisten serias dudas sobre si 
se consultará a las comunidades en absoluto, reproduciendo un patrón de decisiones “desde arriba” 
que ignora los derechos, la autonomía y la experiencia de quienes habitan los territorios. 
 
Los riesgos por la ubicación de las ZUT son significativos.  
 
Existe también el riesgo de repetir la experiencia del ETCR Caracolí en Carmen del Darién (Chocó), 
donde el Gobierno Santos concertó un arriendo en un predio individual de un presunto despojador 
y donde existen serias dudas sobre su legalidad2, evidenciando que, sin transparencia y consulta, 
cualquier ZUT podría reproducir nuevos conflictos territoriales. 
 
En Belén de Bajirá y Unguía (Chocó), por ejemplo, casi la totalidad de los municipios corresponden 
a tierras colectivas y, si bien existen predios individuales, muchos de ellos se encuentran bajo un 
estado de incertidumbre sobre su estatus legal, lo que plantea la pregunta: ¿cómo pretende el 
Gobierno implementar una ZUT sin vulnerar derechos territoriales?  
 
Los protocolos divulgados hasta ahora tampoco contemplan cómo prevenir nuevas afectaciones 
del EGC ni cómo reducir su control social, económico y territorial, lo que pone en riesgo directo a 
las comunidades que actualmente viven bajo su dominio. Tampoco se especifica cómo serán 
abordados las victimizaciones existentes (confinamientos y desplazamientos, violencia sexual 
contra mujeres, reclutamiento forzado con incluso escuelas de formación política y militar” para 
adoctrinar a jóvenes, restricciones a la movilidad, extorsiones y amenazas) ni cuáles serán los 
mecanismos para garantizar que estas afectaciones no se incrementen durante el proceso, incluso 
en municipios fuera de los priorizados, pero dentro del Chocó, como en la subregión del San Juan 
o el Baudó, donde las dinámicas de control social y armado amplifican los riesgos. Igualmente, 
faltan aún más precisiones sobre la ruta de desarme y desmovilización: ¿Cómo se garantiza que el 
uso de las ZUT no reproduzca el control armado o la violencia? La ausencia de estas salvaguardas 
deja un vacío crítico en la protección inmediata de las comunidades. 
 
Es importante resaltar que estas ZUT se ubican en territorios históricamente dominados por el 
EGC, donde controla rentas legales e ilegales, así como sus rutas de comercio y tráfico, hecho que 
podría fortalecer su influencia territorial. Actualmente, no existe claridad sobre qué acciones 
inmediatas tomará el Gobierno para frenar las economías y cadenas de renta que sostienen al EGC 
en Chocó y otras regiones (incluyendo la minería ilegal, el narcotráfico, la tala rasa de bosques, la 
extorsión, las multas y cobros por movilidad, entre otras) ni cómo garantizar que estas no se 
consoliden aprovechando la existencia de las ZUT. La falta de medidas contundentes en este 
aspecto podría reforzar la capacidad económica del EGC y prolongar su control territorial. 
 
Es urgente contar con mecanismos de monitoreo y verificación inclusivos.  
 
El monitoreo de la MAPP/OEA no puede seguir siendo el último eslabón de la cadena si no trabaja 
de manera directa y permanente con las comunidades y sus organizaciones, que deben ser actores 

 
2 Este predio está inmerso en reclamaciones colectivas del Consejo Comunitario de Pedeguita y Mancilla - Cocopema, dado que se presume que se trata de 
un caso de extensión de linderos que tuvo lugar como resultado del desplazamiento y el despojo. Por el arriendo del predio se pagan 10 millones de pesos.  



 

 

centrales. Su labor solo tendrá legitimidad si se construye a partir de un diálogo activo, continuo y 
vinculante, donde las múltiples voces y experiencias de quienes viven en los territorios orienten las 
observaciones y decisiones sobre los compromisos del Gobierno y del EGC. 
 
Nos preocupa, además, que el mecanismo de verificación anunciado sea tripartito (Gobierno, 
MAPP/OEA y EGC), dejando por fuera a organizaciones étnico-territoriales, autoridades propias, 
campesinas y a la sociedad civil. Esta exclusión profundiza la ausencia de control social y debilita la 
transparencia del proceso. 
 
Igualmente, inquieta que la verificación dependa en gran medida de la información suministrada 
por el Gobierno y el propio EGC, sin garantías sólidas de independencia ni espacios para la 
contrastación comunitaria. Esto limita la capacidad de identificar riesgos reales, incumplimientos 
o afectaciones en los territorios. 
 
Frente a ello nos surge una pregunta: ¿Tienen previsto la MAPP/OEA y el Estado incorporar 
formalmente a las organizaciones étnicas, territoriales y sociales de Chocó, Antioquia, Córdoba y 
Bolívar como parte activa del monitoreo y la verificación en los territorios? 
 
La improvisación en la toma de decisiones vinculada al fin del Gobierno Petro genera 
preocupación sobre la responsabilidad y sostenibilidad del proceso.  
 
Se requiere un proceso sosegado, transparente y técnicamente riguroso, que evite daños 
adicionales a comunidades históricamente vulneradas. Ejemplos previos, como el ETCR de 
Caracolí, muestran los riesgos de decisiones mal planificadas, donde se incluyen disputas 
territoriales e incluso desmovilizaciones fallidas. ¿Se repetirá la historia? 
 
El reconocimiento de víctimas y la reparación integral. 
 
Hacemos un llamado a los mediadores internacionales, incluyendo España, Noruega y Suiza, a 
reconocer el rol central de las víctimas y comunidades afectadas por el EGC. Estos países han 
acompañado la protección de los derechos humanos en Colombia durante muchos años. Sin 
embargo, nos genera preocupación que parezcan no exigir la participación de las comunidades y 
organizaciones locales en las decisiones que afectan directamente sus territorios.  
 
Un proceso negociado que no reconozca a quienes han sufrido las violencias y defendido la vida 
carece de legitimidad y corre el riesgo de reproducir injusticias históricas. ¿Cuál es la participación 
que tendrá este actor armado en la reparación integral de los territorios y comunidades que han 
impactado? ¿Se ha dialogado sobre este punto en Doha, Qatar?  
 
La transparencia y legitimidad de los Grupos de Trabajo Municipal. 
 
La creación de Grupos de Trabajo Municipal ha sido poco clara y se ha realizado sin una consulta 
amplia a los liderazgos locales ni a las autoridades étnicas, lo que genera dudas sobre su legitimidad 
y el carácter efectivo de la participación de la sociedad civil, que corre el riesgo de ser meramente 



 

 

simbólica o incluso insegura. La designación directa de personas por las Alcaldías de los municipios 
priorizados, sin un proceso consultivo amplio no garantiza una participación real y además puede 
exponer a estas personas a riesgos para su seguridad. Nos preguntamos si alguien conoce ¿Cómo 
se definió la composición de los comités municipales y qué criterios garantizaron la 
representatividad de los sectores sociales y étnicos en lo construido por lo menos en Acandí y 
Riosucio? ¿Participarán víctimas? ¿Qué garantías existen para que los líderes/as locales puedan 
participar sin riesgo? ¿Tienen estos comités capacidad de decisión o solo de articulación y consulta? 
 
EXIGIMOS 
 
Al Gobierno Nacional: 
 
1. Se solicita garantizar una participación real y efectiva de las comunidades étnicas y campesinas 

en el proceso de diálogo socio jurídico con el EGC. Las comunidades negras, indígenas y 
campesinas cuentan con propuestas propias de Paz Territorial que deben ser reconocidas como 
aportes sustantivos.  

2. Transparencia total sobre alcances, objetivos, fases y compromisos de la concertación 
territorial con el EGC. 

3. Publicación de protocolos y criterios de participación para garantizar inclusión, paridad y 
representación de comunidades étnicas y organizaciones de la sociedad civil. 

4. Se considera necesario priorizar la atención a la violencia sexual y la defensa del territorio en el 
marco del diálogo con el EGC.  

5. Garantizar condiciones de seguridad y autonomía para la participación comunitaria. 
6. Presencia integral del Estado en territorios priorizados: justicia, educación, salud, 

infraestructura, protección ambiental y sustitución de economías ilegales. 
 
Al Ejército Gaitanista de Colombia (EGC): 
 
1. Cesar inmediatamente todas las prácticas de control social, económico y territorial.  
2. Respetar plenamente los derechos de las comunidades, autoridades propias y principios del 

derecho internacional humanitario. 
3. Adoptar compromisos verificables frente al desescalamiento del conflicto, bajo supervisión 

nacional e internacional. 
 
A autoridades locales y regionales: 
 
1. Garantizar espacios de diálogo y planeación con participación real y segura de comunidades. 
2. Articular acciones institucionales con autoridades étnicas y respetar sus mecanismos propios 

de gobierno y decisión. 
3. Apoyar el desarrollo de una Mesa Humanitaria del Chocó en el municipio de Riosucio a inicios 

de 2026.  
 
 
 



 

 

A la sociedad civil y la comunidad internacional: 
 
1. Acompañar y respaldar iniciativas de paz territorial desde un enfoque de derechos humanos y 

justicia social. 
2. Participar en mecanismos de monitoreo, seguimiento y verificación de los compromisos del 

Gobierno con el EGC, garantizando que las comunidades sean actores centrales y no solo 
fuentes de información. 

3. Reconocer la legitimidad y experiencia de las organizaciones comunitarias en la defensa de la 
vida, los territorios y los derechos colectivos.  

4. A la CIDH a realizar una visita in situ al departamento del Chocó, particularmente a la subregión 
del Bajo Atrato, con el fin de verificar directamente la situación humanitaria y de derechos 
humanos que enfrentan las comunidades afrodescendientes, indígenas y campesinas.  
 

ACLARAMOS 
 
Lo que cuestionamos es la idea de que la paz pueda imponerse únicamente “desde arriba” o 
negociarse entre “dos partes”, sin la participación real y efectiva de quienes habitan los territorios 
afectados. Este enfoque que aparenta promover la “escucha y el diálogo”, pero que en la práctica 
busca legitimar decisiones ya tomadas en escenarios como Bogotá o Doha, se encuentra agotado 
y resulta insuficiente para garantizar justicia, reparación y transformaciones reales en los 
territorios.  
 
Es importante señalar que estas preocupaciones ya han sido planteadas por nosotros en distintos 
escenarios. Entre ellos se destacan: en primer lugar, al menos dos comunicados dirigidos a la 
opinión pública3; posteriormente, el espacio de diálogo sostenido entre por lo menos veinte 
delegados y delegadas de organizaciones étnico-territoriales y el equipo negociador del Gobierno 
con las EGC, realizado el 12 de noviembre en Apartadó (Antioquia); y finalmente, la audiencia 
temática ante la CIDH, llevada a cabo en Miami, Florida (Estados Unidos), el 20 de noviembre. 
 
Seguimos atentos, como recientemente lo mencionó la Defensoría del Pueblo en el 
pronunciamiento hecho el 6 de diciembre de 2025, a dialogar y participar activamente en el 
proceso.  

 
3 Comunicado 1 - https://x.com/CINEP_PPP/status/1963356640133923320?s=20 / Comunicado 2 - https://x.com/CINEP_PPP/status/1969053418598580621?s=20 

 

https://x.com/CINEP_PPP/status/1963356640133923320?s=20
https://x.com/CINEP_PPP/status/1969053418598580621?s=20

